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Referencia: Ponencia para segundo debate al Proyecto de Ley Estatutaria número 189 de 2011 Senado, 104 de 2011 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley Estatutar ia número 109 de 2011 Cámara. 

Respetado señor Presidente: 

De conformidad con la designación que nos hiciera la Mesa Directiva de la Comisión Primera Constitucional Permanente del honorable Senado de la República, presentamos la ponencia del proyecto de ley referenciado. 

1. Antecedentes del proyecto de ley 

Esta iniciativa legislativa tuvo inicio en la honorable Cámara de representantes, en donde se surtió su aprobación. 

En su trámite por la Comisión Primera del honorable Senado de la República, la iniciativa tuvo aprobación unánime tanto en la ponencia como el articulado propuesto por los ponentes.

En desarrollo del debate participaron los honorables Senadores Parmenio Cuéllar Bastidas, Juan Manuel Galán Pachón, Luis Carlos Avellaneda, Carlos Enrique Soto, Doris Vega y, el doctor Eduardo Enríquez Maya como ponente coordinador. 

Se precisaron las siguientes constancias para ser tenidas en cuenta para la presente ponencia. 

¿ A solicitud de la doctora Doris Vega, que se complete la referencia del nombre de la Corte Suprema con la terminación ¿de Justicia¿. 

¿ A solicitud de los doctores Cuéllar y Avellaneda, que se precise que la habilitación para la reelección del Auditor, depende de su previa inclusión en la terna de que trata el artículo 254 constitucional. 

Los ponentes hemos decidido acoger las constancias de los respetados colegas y plasmarlas como se presenta en el pliego de modificaciones. 

2. Reseña histórica del control fiscal y la Auditoría General de la República 

Después de la terrible crisis comercial y financiera de 1920 y 21, que obligó a renunciar al Presidente Marco Fidel Suárez, se llegó al convencimiento de que la causa de esa, y de las anteriores crisis colombianas desde 1886, residía en la carencia de un sistema administrativo y financiero que provocaba desajustes fiscales y caos monetario. El Congreso Colombiano resolvió, en 1922, facultar al gobierno para traer una misión de técnicos extranjeros
[1][1], fue así, que se nombró al Profesor estadounidense Edwin Walker Kemmerer, en su tiempo, el mejor economista de su país como cabeza del grupo de ilustrados, de paso de su apellido se deriva el nombre con el que se conoce a la misión de expertos. El gobierno conservador de Pedro Nel Ospina no escatimó esfuerzos para brindarle a la Misión financiera el apoyo requerido. 

De ahí, que el trabajo de la misión Kemmerer se co ncretó en los siguientes proyectos, convertidos en leyes por el Congreso de la República: 

1. Ley del Banco de la República, por la cual se organizó el Banco Emisor. 

2. Ley sobre establecimientos bancarios, por la cual se creó la Superintendencia Bancaria. 

3. Ley de Timbre, que reorganizó el funcionamiento de las Aduanas y estableció la Recaudación de Rentas Nacionales. 

4. Ley de impuesto sobre la renta, que organizó el recaudo tributario. 

5. Ley de Contraloría, que transformó la antigua Corte de Cuentas en la Contraloría General de la República. 

6. Ley sobre fuerza restrictiva del presupuesto, que limitó las facultades del Congreso para ordenar el gasto público y dejó esta iniciativa en manos del Poder Ejecutivo. 

La creación a la Contraloría General de la República en reemplazo de la obsoleta Corte de Cuentas como organismo de control en materia fiscal, que tuvo bastantes opositores en su tiempo, se basó en que ¿el pueblo, que contribuye con su dinero par a los gastos del Estado, muchas veces a costa de grandes privaciones, tiene el derecho de saber en todo momento cómo se recauda, maneja y administra ese dinero, qué garantía de honorabilidad y competencia dan los empleados responsables del Erario y cómo se hacen efectivas las disposiciones fiscales dictadas por el Congreso para garantizar esos fondos. Y como el pueblo por sí mismo no puede ejercer esa fiscalización y supervigilancia, necesita un delegado suyo constituido por medio de sus representantes autorizados, que es el Contralor General de la República, para que ejerza aquellas importantes funciones¿
[2][2]. 

Desde aquellos años de la misión Kemmerer, la vigilancia del control fiscal tuvo un importante desarrollo jurisprudencial, además de ser permeada por las nuevas visiones que trajo el modelo de Estado Social de Derecho que se impuso a comienzos de los noventa; es así como con la Constitución de 1991 se reenfoca el control fiscal, creando en su artículo 274 la figura del Auditor para la vigilancia de la gestión fiscal de las Contralorías del país. 

Ha dicho la Corte Constitucional refiriéndose al contenido del artículo 274 Superior que ¿Esta disposición constitucional, concreta uno de los postulados del Estado Social de Derecho, en cuanto que la gestión fiscal que realiza el máximo órgano de vigilancia y control fiscal, respecto de los recursos públicos que le asigna el Presupuesto General de la Nación, no queda por fuera de la vigilancia fiscal a que están sujetos todos los organismos y entidades del Estado, pues como lo ha considerado esta Corporación, en cumplimiento de los fines del Estado (C. P., artículo 2°) y la exigencia constitucional de manejar con diligencia y probidad los dineros públicos (C. P., artículo 209), implican que la gestión fiscal que lleve a cabo la Contraloría General de la República no quede exenta de vigilancia. Ahora bien, atentaría contra los principios constitucionales de equidad, transparencia e imparcialidad (C. P., artículos 209 y 267) el que fuera la propia Contraloría General de la República la que llevara a cabo, de manera exclusiva, la vigilancia sobre sus propios actos de gestión fiscal. Por ese motivo¿
<![if !supportFootno tes]>[3]<![endif]>[3]; lo anterior no es sino la aplicación del viejo adagio latino Quis custodiet ipsos custodes, quién vigila a los vigilantes. 

Sin embargo, la Auditoría General de la República ha tenido una difícil evolución para poder consolidarse, pues comenzó después de expedida la Constitución de 1991 siendo una dependencia de la Contraloría General de la República, para terminar actualmente en el organismo de nivel superior de control fiscal en Colombia, dotado de autonomía e independencia. 

En uso de facultades extraordinarias concedidas por el legislador, el Presidente de la República expidió el Decreto-ley 1142 de 1999 (afectado, consecuencialmente, por la inexequibilidad del artículo 120 de la Ley 489 de 1998) y, posteriormente, el Decreto-ley 272 de 2000, mediante los cuales se determinó la organización y funcionamiento de la Auditoría General de la República, siguiendo los lineamientos establecidos en las jurisprudencias de la Honorable Corte Constitucional y el Honorable Consejo de Estado. En ambos decretos se señaló que ¿[l]a Auditoría General de la República es un organismo de vigilancia de la gestión fiscal, dotado de autonomía jurídica, administrativa, contractual y presupuestal, el cual está a cargo del Auditor de que trata el artículo 274 de la Constitución Política.

21 años después de promulgado el artículo 274, que crea la figura del Auditor y doce desde el Decreto-ley 272 que organizó definitivamente la Auditoría General de la República, se hace necesario una autoevaluación de la vigilancia de la gestión fiscal, ya que como se dijo en los albores de la creación de los órganos de control en el siglo pasado, ¿si al funcionario que vigila no se le reviste de las facultades necesarias para llevar a cabo una verdadera fiscalización, será imposible que esta se haga de manera conveniente y eficaz, veremos entonces que la prohibición legal de reelección del Auditor influye en la consecución de dichos fines de importancia nacional.

1. El Auditor 

La Constitución Política Colombiana en su artículo 274 encarga al Auditor la vigilancia de la gestión fiscal de la Contraloría General de la República y de las Contralorías Departamentales, Municipales y Distritales. 

2. Funciones del Auditor General de la República 

Para el cabal desarrollo de la vigilancia de la gestión fiscal de los entes sometidos a su control, el artículo 17 del Decreto-ley 272 de 2000, asigna funciones específicas al Auditor General de la República. Destacamos las más importantes: 

1. Determinar las políticas, estrategias, planes, programas y proyectos para el cabal cumplimiento de la vigilancia de la gestión fiscal y el adecuado funcionamiento administrativo de la Auditoría General de la República, con base en su autonomía administrativa, jurídica, contractual y presupuestal. 

2. Prescribir los métodos y la forma en que sus vigil ados deben rendir cuentas y determinar criterios de evaluación financiera, operativa y de resultados, entre otros, que deberán aplicarse para el ejercicio de la vigilancia de la gestión fiscal y la evaluación del control fiscal interno. 

3. Promover las acciones pertinentes para resolver los conflictos de competencia que se susciten entre las entidades sujetas a su vigilancia. 

4. Recomendar al Contralor General de la República y al Gobierno Nacional las reformas legales que considere necesarias para el mejoramiento del régimen de control fiscal. 

5. Solicitar con carácter obligatorio información relevante para el ejercicio de sus funciones a las entidades sometidas a su vigilancia. 

6. Presentar los informes sobre el ejercicio de su gestión a la Corte Suprema de Justicia y al Consejo de Estado cada año. 

7. Certificar la gestión y resultados de las entidades sometidas a su vigilancia.

8. Promover ante las autoridades competentes, aportando las pruebas respectivas, investigaciones penales o disciplinarias contra los funcionarios o ex funcionarios de las entidades vigiladas que hubieren causado perjuicio a los intereses patrimoniales del Estado. 

9. Constituirse por sí mismo o por intermedio de abogado, en representación de los intereses de la Nación, como sujeto procesal dentro de los procesos penales que se adelanten contra funcionarios o ex funcionarios de las entidades sometidas a su vigilancia, y contra los funcionarios o ex funcionarios de la Auditoría General de la República. 

10. Llevar la representación legal de la Auditoría General de la República en todos los asuntos inherentes al desarrollo de sus funciones y suscribir los actos y contratos de la entidad. 

11. Establecer la responsabilidad que se derive de la gestión fiscal, imponer sanciones pecuniarias del caso, recaudar su monto y ejercer la jurisdicción coactiva sobre los alcances deducidos de la misma. 

12. Ejercer la vigilancia de la gestión fiscal, en forma excepcional, sobre las cuentas de las contralorías municipales y distritales, sin perjuicio del control que les corresponde a las contralorías departamentales, previa solicitud del gobierno departamental, distrital o municipal; de cualquier Comisión Permanente del Congreso de la República; de la mitad más uno de los miembros de las corporaciones públicas territoriales o de la ciudadanía, a través de los mecanismos de participación ciudadana que establece la ley. Este control no será aplicable a la Contraloría del Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá. 

13. Adoptar las políticas, planes, programas y estrategias necesarias para el adecuado manejo administrativo y financiero de la Auditoría General de la República, en desarrollo de su autonomía. 

14. Asignar a las distintas dependencias y funcionarios de la Auditoría General de la República las competencias y tareas necesarias para el cabal cumplimiento de las funciones constitucionales y legales, para lo cual podrá conformar equipos de trabajo y dictar los reglamentos internos que se requieran, así como delegar y desconcentrar las funciones a que hubiere lugar, con sujeción a las disposiciones constitucionales y legales vigentes. 

15. Ordenar el gasto, sin perjuicio de las delegaciones que considere convenientes para la buena marcha de la Entidad a su cargo, de conformidad con lo dispuesto por el Estatuto Orgánico de Presupuesto. 

16. Adoptar la planta de personal de la entidad de acuerdo con la viabilidad presupuestal expedida por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, proveer los empleos cumpliendo las normas sobre carrera administrativa, así como distribuir los cargos de la planta global, conformar los grupos internos de trabajo, consejos y comités asesores que sean necesarios para el cumplimiento eficiente y eficaz de las competencias y responsabilidades de la entidad, asignándoles las tareas a ejecutar. 

17. Establecer y desarrollar el Sistema de Control Interno de la Auditoría General de la República, en cumplimiento de las normas constitucionales y legales que lo rigen. 

18. Establecer las políticas, planes, métodos y procedimientos para el desarrollo de las actividades de capacitación integral de su talento humano, coordinar programas conjuntos con los organismos sujetos a su vigilancia. 

19. Requerir reportes periódicos al asesor de control interno sobre los resultados de su gestión. 

20. Designar el funcionario que adelantará las investigaciones disciplinarias internas a que haya lugar, de conformidad con lo establecido en la Ley 200 de 1995. 

3. Elección del Auditor 

El mismo artículo 274 superior, dispone el método de elección del Auditor, este, es elegido para períodos de dos años por el Consejo de Estado de terna enviada por la Corte Suprema de Justicia. 

La Ley 270 de 1996, estatutaria de la Administración de Justicia, en su artículo 35, contiene las atribuciones administrativas de la Sala Plena del Consejo de Estado, y en su numeral 9 se establece lo referente a la elección del Auditor, así:

¿9. Elegir, de terna enviada por la Corte Suprema de Justicia, para períodos de dos años, al Auditor ante la Contraloría General de la República o a quien deba reemplazarlo en sus faltas temporales o absolutas, sin que en ningún caso pueda reelegirlo, y
[4][4]¿. 

4. Periodo del Auditor 

El artículo 274 Superior fija el periodo de la elección de Auditor en dos años. 

5. Reelección 

La posibilidad de reelección, implica que el Consejo de Estado, conforme al mandato constitucional, podrá reelegir o no a quien ocupe el cargo de Auditor por un nuevo periodo de dos años. 

La necesidad de derogar la prohibición legal e imponer la permisión de reelección del Auditor, responde a que con ella, se atenúa el desfase entre los periodos de cuatro años de autoridades públicas como el Contralor General de la República, los contralores Departamentales, Distritales y Municipales y el de dos años del Auditor General, encargado de vigilar la gestión fiscal que realizan los primeros, situación que ha generado traumas debido, en primer término, a que la gestión del Contralor General de la República y de los Contralores Territoriales termina correspondiendo a dos, e incluso a tres auditores distintos; en segundo término, a que el periodo del auditor, empieza a mitad de año, esto es, a los seis meses de haber iniciado el periodo de los correspondientes sujetos de control, dejando solo seis meses para concluir la respectiva anualidad fiscal, sobre la cual se presenta la vigilancia. 

Dada la cantidad e importancia de las funciones del Auditor como se aprecia en el numeral 2 de esta ponencia, de permitir la reelección del Auditor General, se daría continuidad al establecimiento, desarrollo y aplicación de políticas de control de los recursos públicos, creando en la Auditoria General de la República, un incremento en sus resultados positivos, al acompasarse, en caso de reelección, dos periodos de un auditor, que reflejen buenas prácticas de gerencia en la vigilancia del control fiscal nacional y territorial, difícil de llevar a cabo en un solo periodo de dos años. 

6. Proposición 

Por las anteriores consideraciones y con base en lo dispuesto por la Constitución Política y la ley, proponemos a los honorables Senadores dar segundo debate al Proyecto de Ley Estatutaria número 189 de 2011 Senado, 104 de 2011 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley Estatutaria número 109 de 2011 Cámara, conforme al pliego de modificaciones que adjuntamos. 

Cordialmente, 

Eduardo Enríquez Maya, Coordinador Ponente; Manuel Enríquez Rosero, Ponente.

PLIEGO DE MODIFICACIONES

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. El numeral 9 del artículo 35 de la Ley 270 de 1996 quedará así: 

9. Elegir, de terna enviada por la Corte Suprema de Justicia al Auditor encargado de la vigilancia de la gestión fiscal ante la Contraloría General de la República, las Contralorías Departamentales, Distritales y Municipales o a quien deba reemplazarlo en sus faltas temporales o absolutas. El auditor podrá ser reelegido por una sola vez, siempre y cuando esté incluido en la terna de que trata el artículo 274 de la Constitución Política. 

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de su promulgación. 

Cordialmente, 

Eduardo Enríquez Maya, Coordinador Ponente; Manuel Enríquez Rosero, Ponente.

De conformidad con el inciso 2° del artículo 165 de la Ley 5ª de 1992, se autoriza la publicación del presente informe. 

El Presidente 

Luis Fernando Velasco Chaves.

El Secretario,

Guillermo León Giraldo Gil.

TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN PRIMERA DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 189 DE 2011 SENADO, 104 DE 2011 CÁMARA, ACUMULADO CON EL PROYECTO DE LEY NÚMERO 109 DE 2011 CÁMARA

por medio de la cual se modifica el numeral 9 del artículo 35 de la Ley 270 de 1996.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. El numeral 9 del artículo 35 de la Ley 270 de 1996 quedará así: 

9. Elegir, de terna enviada por la Corte Suprema de Justicia al Auditor General de la República encargado de la vigilancia de la gestión fiscal de la Contraloría General de la República, las Contralorías Departamentales, Distritales y Municipales o a quien deba reemplazarlo en sus faltas temporales o absolutas. El auditor podrá ser reelegido por una sola vez.

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las normas que le sean contrarias.

En los anteriores términos fue aprobado el Proye cto de ley número 189 de 2011 Senado, 104 de 2011 Cámara, acumulado con el Proyecto de ley número 109 de 2011 Cámara, por medio de la cual se modifica el numeral 9 del artículo 35 de la Ley 270 de 1996, como consta en la sesión del día 24 de abril de 2012, Acta número 43.

Nota: El proyecto aprobado es igual al texto aprobado en la Plenaria de la Cámara de Representantes.

El Presidente, 

Luis Fernando Velasco Chaves.

El Secretario,

Guillermo León Giraldo Gil.





�[1][1]	La Misión Kemmerer, Enrique Santos Molano, Banco de la República, ediciones biblioteca virt ual 2005.





�[2][2]	Estos fueron los argumentos con los que los miembros de la comisión, y en especial el economista colombiano Esteban Jaramillo les respondió a los que no creían en la necesidad de la creación de un ente de control fiscal.





�[3][3]	Sentencia C-499 de 1998 M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz.





�[4][4]	Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, Diario Oficial número 42.745 del 15 de marzo de 1996.





